DECRETO 735/04

La Plata,21 de abril de 2004.-
 
VISTO el artículo 175, primer párrafo, de la Constitución Provincial, y
 
CONSIDERANDO:
 
Que la norma señalada otorga al Poder Ejecutivo la facultad de designar a los magistrados de la Suprema Corte de Justicia, al señor Procurador y al señor Subprocurador General, con acuerdo del Senado otorgado por mayoría absoluta de sus miembros presentes, en sesión pública.
Que este Poder Ejecutivo considera necesario y como una verdadera obligación republicana adecuada a las exigencias públicas de la hora, autolimitar esta atribución constitucional, mediante su reglamentación, estableciendo un procedimiento de cumplimiento ineludible, que tiene como finalidad garantizar que las designaciones habrán de realizarse con un alto grado de transparencia moral y con respeto por el principio de idoneidad técnica, fundamental para el buen ejercicio de las funciones públicas.
Que este procedimiento permitirá incorporar una mayor transparencia al nombramiento de los Ministros del Máximo Tribunal Provincial, Procurador y Subprocurador General generando un republicano control de la actividad "electiva" del Poder Ejecutivo, con activa participación de la ciudadanía.
Que el procedimiento a implementar viabilizará un alto grado de participación ciudadana en la toma de una de las decisiones más trascendentales para la vida institucional de la provincia, y que siguiendo los lineamientos de la reciente normativa en igual sentido sancionada por la Nación, complementan la urgente, empresa de reconstruir la legitimidad y credibilidad de la Justicia toda que el sistema democrático requiere.
Que en él se da oportunidad a todos aquellos miembros de la comunidad, individuos y organizaciones, de expresar sus observaciones, opiniones y hasta sus interrogantes respecto de las ideas y las conductas de los nominados, todo lo cual permitirá evaluar su comportamiento y desempeño futuro en tan trascendentes cargos.
Que en definitiva se pretende, mejorar la legitimidad democrática de la Suprema Corte Provincial, en momentos en que el Poder Judicial no resulta ajeno a la crisis de credibilidad hacia las instituciones y funcionarios públicos en general, constituyendo un avance de importancia hacia la plena recuperación de la confianza pública en los órganos del sistema republicano.
Que a fs. 7 se ha expedido Asesoría General de Gobierno.
 
Por ello,
 
EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
DECRETA:
 
Artículo 1.- La facultad que otorga el artículo 175, primer párrafo, de la Constitución Provincial al Poder Ejecutivo para la designación de los Jueces de la Suprema Corte de Justicia, del Procurador y del Subprocurador General será ejercida con sujeción al procedimiento previsto en el presente decreto.
 
Artículo 2.- Establécese que, producida una vacante en la Suprema Corte de Justicia, como en la titularidad de los cargos de Procurador y Subprocurador General, se publicará en el Boletín Oficial, en tres (3) diarios de amplia circulación nacional, y en tres (3) diarios de circulación en el territorio de la Provincia, durante tres (3) días, con difusión simultánea en la página oficial de la red de informática del Ministerio de Justicia, el nombre y los antecedentes curriculares de la o las personas que se encuentren en consideración para la cobertura de las respectivas vacantes.
 
Artículo 3.- Las personas incluidas en la publicación que establece el artículo anterior deberán presentar una declaración jurada con la nómina de todos los bienes propios, los de su cónyuge y/o los del conviviente, los que integren el patrimonio de la sociedad conyugal y los de sus hijos menores; como así también la nómina de las asociaciones civiles y sociedades comerciales que integren o hayan integrado en los últimos cinco (5) años, los estudios jurídicos a los que pertenezcan o hayan pertenecido, la nómina de clientes o contratistas durante igual lapso, en el marco de lo permitido por las normas de ética profesional vigentes, y en general, cualquier información que permita evaluar objetivamente la existencia o no de incompatibilidad o conflicto de intereses con la función para la que son propuestas.
 
Artículo 4.- Los ciudadanos en general, las organizaciones no gubernamentales, los colegios y asociaciones profesionales, las entidades académicas y de derechos humanos, podrán en el plazo de quince (15) días a contar desde la última publicación en el Boletín Oficial, presentar al Ministerio de Justicia, por escrito debidamente fundado y documentado, las observaciones y/o impugnaciones que estimen pertinentes a las nominaciones efectuadas, y que pudieran obstar o deberían ser tenidas en consideración al momento de la selección de los nominados. No serán consideradas aquellas que resulten irrelevantes para la finalidad del presente decreto o que se funden en cualquier tipo de discriminación.
 
Artículo 5.- Sin perjuicio de las presentaciones que se realicen, en, el mismo plazo podrá requerirse opinión fundada a organizaciones de relevancia en el ámbito profesional, judicial, académico, social, político y de derechos humanos a los fines de su ponderación.
 
Artículo 6.- En un plazo que no deberá superar los quince (15) días a contar desde el vencimiento del establecido para la presentación de las observaciones y/o impugnaciones, haciendo mérito de las razones que abonaron la decisión tomada, el Poder Ejecutivo, dispondrá sobre la elevación o no de la propuesta respectiva.
En caso de decisión positiva, se enviará con lo actuado al Honorable Senado, el nombramiento respectivo, a los fines del acuerdo.
 
Artículo 7.- La autoridad de aplicación respecto del procedimiento aquí adoptado será el Ministerio de Justicia.
 
Artículo 8.- El presente decreto será refrendado por el señor ministro secretario en el Departamento de Justicia.
 
Artículo 9.- Dese cuenta del presente decreto a la Honorable Legislatura de la Provincia.
 
Artículo 10.- Regístrese, notifíquese, comuníquese, publíquese, dese al Boletín Oficial. Cumplido, archívese.
